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LEY DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Constitución Española de 1978 acoge en su articulado la Institución del Defensor del Pueblo, re-

cogiendo así la experiencia de figuras análogas ya aprobadas en otros países. La Ley Orgánica 3/1981, 

de 6 de abril, del Defensor del Pueblo desarrolla aquella previsión constitucional configurando a éste 

como alto comisionado parlamentario para la defensa de los derechos comprendidos en el Título Primero 

de la Constitución, supervisando, a tal efecto, la actividad de la Administración, a la luz de lo dispuesto 

en el artículo 103.1 del máximo texto legal. La misma Ley Orgánica contempla la posibilidad de existen-

cia de órganos similares al Defensor del Pueblo estatal en las Comunidades Autónomas. 

 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, por su parte, señala en su artículo 46: «Una Ley regulará la 

Institución del Defensor del Pueblo, como comisionado del Parlamento, designado por éste, para la de-

fensa de los derechos y libertades comprendidos en el Título Primero de la Constitución...». 

 

Procede, en consecuencia, continuar el desarrollo estatutario y la institucionalización del autogo-

bierno andaluz, regulando la Institución del Defensor del Pueblo, como comisionado del Parlamento de 

Andalucía, para el esclarecimiento de los actos y resoluciones de las Administraciones que integran la 

Comunidad Autónoma, en relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo 103.1 de la 

Constitución, y el respeto debido a los derechos y libertades proclamados en su título primero. 

 

Se asegura así, con el Defensor del Pueblo y su actuación, como alto comisionado del Parlamento de 

Andalucía, la existencia de un nuevo control externo sobre la Administración, ordenado tanto a la defen-

sa de los derechos y libertades de los ciudadanos como al funcionamiento de la Administración Pública, 

al servicio de los intereses generales que representa como consecuencia de su legitimación democrática. 

TÍTULO I 
   NOMBRAMIENTO, CESE Y CONDICIONES 

 

Capítulo I 

Carácter y elección 

Artículo 1. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz es el comisionado del Parlamento, designado por éste para la de-

fensa de los derechos y libertades comprendidos en el título primero de la Constitución, a cuyo efecto 

podrá supervisar la actividad de la Administración Autonómica, dando cuenta al Parlamento. 

2. Ejercerá las funciones que le encomienda el Estatuto de Autonomía y la presente Ley, y coordinará 

sus funciones con las del Defensor del Pueblo designado por las Cortes Generales, prestando su coopera-

ción cuando le sea solicitada y recabándola de aquél a los mismos efectos. 

 

Artículo 2. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz será elegido por el Parlamento para un período de cinco años y se 

dirigirá al mismo a través de su Presidente. 

2. La Comisión de Gobierno Interior y Peticiones, regulada por el artículo 48
1
 del Reglamento del 

Parlamento, será la encargada de relacionarse con el Defensor del Pueblo e informar al Pleno en cuantas 

ocasiones sea necesario. 

                                                           
1 La referencia a este artículo del Reglamento debe ser entendida hecha al actual artículo 49 de dicha norma. 
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3. La Comisión, antes indicada, propondrá, al Pleno de la Cámara, el candidato o candidatos a Defen-

sor del Pueblo Andaluz. Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por mayoría simple, rigiendo el sis-

tema de voto ponderado. 

4. Propuesto el candidato o candidatos, se convocará, en término no inferior a quince días, el Pleno 

del Parlamento para proceder a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de 

las tres quintas partes de los miembros del Parlamento. 

5. Si no se alcanzare la mayoría indicada, la Comisión, en el plazo máximo de un mes, se reunirá de 

nuevo para formular nuevas propuestas. 

6. Conseguida la mayoría señalada en el apartado 4 de este artículo, el candidato quedará designado 

Defensor del Pueblo Andaluz. 

Artículo 3. 

Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier ciudadano que se encuentre en pleno disfrute de sus 

derechos civiles y políticos y que, con arreglo al artículo 8 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 

goce de la condición política de andaluz. 

Artículo 4. 

1. El Presidente del Parlamento de Andalucía acreditará, con su firma, el nombramiento del Defensor 

del Pueblo, que se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

2. El Defensor del Pueblo Andaluz tomará posesión de su cargo ante la Mesa del Parlamento, pres-

tando juramento o promesa de desempeñar, fielmente, su función. 

 

 

Capítulo II 

      Cese y sustitución 

Artículo 5. 
2
 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz cesará por alguna de las siguientes causas: 

1.º Por renuncia. 

2.º Por expiración del plazo de su nombramiento, sin perjuicio de que se le prorrogue en el ejercicio 

de sus funciones en los términos previstos en el apartado 3 de este artículo. 

3.º Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 

4.º Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. 

5.º Por haber sido condenado a pena de inhabilitación absoluta o especial para cargo público, esta-

blecida por sentencia judicial firme. 

6.º Por haber sido condenado, por delito doloso, a penas que no conlleven aparejada inhabilitación 

absoluta o especial, mediante sentencia judicial firme. 

2. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Parlamento, en los casos de renuncia, 

expiración del plazo de mandato, de muerte, incapacidad sobrevenida e inhabilitación absoluta o especial. 

En los demás casos, se decidirá por mayoría de los tres quintos de los diputados, mediante debate y previa 

audiencia del interesado. Una vez declarado vacante el cargo, se iniciará el procedimiento para nombrar 

nuevo Defensor del Pueblo Andaluz, en plazo no superior a un mes. 

3. En el caso de expiración del plazo de su nombramiento, el Defensor del Pueblo Andaluz se 

mantendrá en el ejercicio de sus funciones hasta la toma de posesión del titular designado para el siguiente 

mandato. 

4. En los demás supuestos de vacante en el cargo de Defensor del Pueblo Andaluz, en tanto el Parla-

mento no proceda a una nueva designación, desempeñará sus funciones, interinamente, el Adjunto al De-

fensor al Pueblo Andaluz que determine la Comisión de Gobierno Interior y Peticiones. 

 

                                                           
2 Este artículo ha sido modificado en dos ocasiones, la primera sólo afectó al apartado 4 que fue modificado por el artículo único de la Ley 

3/1996. La segunda afectó a los restantes apartados, siendo la Ley 3/2001 la que los modificó. Para consultar los textos no vigentes de esta Ley, 
ver al final (*)  
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Capítulo III 

     Prerrogativas e incompatibilidades 

 

Artículo 6. 

El Defensor del Pueblo Andaluz no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instruc-

ciones de ninguna autoridad. Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio. 

Artículo 7. 

1. La condición de Defensor del Pueblo Andaluz es incompatible con todo mandato representativo; 

con todo cargo político o actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de 

cualquier Administración Pública; con la afiliación a un partido político o a un sindicato, asociación o 

fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y 

con cualquier otra actividad profesional, liberal, mercantil o laboral. 

2. El Defensor del Pueblo Andaluz cesará dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y, en 

todo caso, antes de tomar posesión, en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, enten-

diéndose en caso contrario que no acepta el nombramiento. 

3. Si la incompatibilidad fuera sobrevenida, una vez posesionado el cargo, se entenderá que renuncia 

al mismo en la fecha en que aquélla se hubiera producido. 

4. La Comisión de Gobierno Interior y Peticiones regulada en el artículo 48
3
 del Reglamento del Par-

lamento, será la competente para dictaminar cualquier estado de duda o controversia sobre las situacio-

nes de incompatibilidad que pudieran afectar al Defensor del Pueblo andaluz. Su dictamen será elevado 

al Pleno del Parlamento. 

 

 

 

Capítulo IV 

      De los Adjuntos del Defensor del Pueblo Andaluz 

Artículo 8. 

1. 
4
 El Defensor del Pueblo Andaluz estará auxiliado por tres Adjuntías en las que podrá delegar sus 

funciones y entre las que designará a quien le auxilie en el ejercicio de las funciones que le corresponden 

como Defensor del Menor de Andalucía. 

2. El Defensor del Pueblo nombrará y separará a sus Adjuntos, previa conformidad de la Comisión de 

Gobierno Interior y Peticiones. 

3. El nombramiento y el cese de los Adjuntos serán publicados en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía. 

4. A los Adjuntos les será de aplicación lo dispuesto para el Defensor del Pueblo en los artículos 3, 6 

y 7 de la presente Ley. 

Artículo 9. 

1. Los Adjuntos y los asesores y colaboradores adscritos a la Oficina del Defensor del Pueblo cesarán 

automáticamente en el momento de la toma de posesión de un nuevo Defensor del Pueblo nombrado por 

el Parlamento. 

2. El supuesto previsto en el artículo 5, apartado 4, de la presente Ley, implica el mantenimiento de 

sus funciones del personal asesor de la oficina del Defensor del Pueblo, que no podrá ser cesado por el 

Adjunto que cubra la interinidad sin la aprobación de la Comisión de Gobierno Interior y Peticiones de la 

Cámara. 

 

                                                           
3 La referencia a este artículo del Reglamento debe ser entendida hecha al actual artículo 49 de dicha norma. 
4 El apartado 1 de este artículo ha sido modificado en varias ocasiones; la última, en virtud de la disposición final segunda de la Ley 3/2012, de 21 

de septiembre, de medidas fiscales, administrativas, laborales y en materia de Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de 
Andalucía. 
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TÍTULO II 
    DEL PROCEDIMIENTO 

Capítulo I 

     Iniciación y contenido de la investigación 

Artículo 10. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz podrá iniciar y proseguir, de oficio o a petición de parte, cual-

quier investigación conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración 

Autonómica y de los agentes de ésta, en relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el ar-

tículo 103.1 de la Constitución, y el respeto debido a los derechos y libertades proclamados en su títu-

lo primero. 

2. Las atribuciones del Defensor del Pueblo Andaluz se extienden a la actividad administrativa de los 

miembros del Consejo de Gobierno, autoridades administrativas, funcionarios y cualquier persona que 

actúe al servicio de la Administración Autonómica en Andalucía. 

Artículo 11. 

1. Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo Andaluz toda persona, natural o jurídica, que invoque un in-

terés legítimo, sin restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, resi-

dencia o vecindad administrativa, sexo, minoría de edad, la incapacidad legal del sujeto, el internamiento 

en un centro penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier relación especial de sujeción o depen-

dencia de una Administración o Poder público. 

2. Los Diputados, individualmente; las Comisiones de Investigación o la de Gobierno Interior y Peti-

ciones a que se refiere el artículo 2.2 de esta Ley, podrán solicitar, mediante escrito motivado, la inter-

vención del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conduc-

tas concretas producidas en la Administración Autonómica de Andalucía, que afecte a un ciudadano o 

grupo de ciudadanos, en el ámbito de sus competencias. 

3. No podrá presentar queja ante el Defensor del Pueblo Andaluz ninguna autoridad administrativa, 

en asuntos de su competencia. 

Artículo 12. 

1. La actividad del Defensor del Pueblo no se interrumpirá en los casos en que el Parlamento de An-

dalucía no esté reunido o hubiera expirado su mandato. 

2. En estos supuestos el Defensor del Pueblo se dirigirá a la Diputación Permanente del Parlamento. 

3. La declaración de los estados de excepción o de sitio, no interrumpirán la actividad del Defensor 

del Pueblo, ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-

tículo 55 de la Constitución. 

 

 

Capítulo II 

   Ámbito de competencias 

Artículo 13. 

El Defensor del Pueblo Andaluz podrá supervisar la actividad de la Administración Autonómica, en 

el ámbito, de competencias definido por esta Ley. A los efectos de lo previsto en el artículo 12 de la Ley 

Orgánica 3/1981, de 6 de abril, reguladora del Defensor del Pueblo, coordinará sus funciones con las del 

designado por las Cortes Generales y cooperará con él en todo cuanto sea necesario. 
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Artículo 14. 

Asimismo el Defensor del Pueblo Andaluz, en el ejercicio de sus funciones, podrá dirigirse al Defen-

sor del Pueblo del Estado o a los Defensores del Pueblo o Instituciones análogas de otras Comunidades 

Autónomas, para coordinar actuaciones que excedan del ámbito territorial de Andalucía. 

Artículo 15. 

Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas relativas al funcionamiento de la Administración de Jus-

ticia en Andalucía, deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal o al Consejo General del Poder Judicial, sin per-

juicio de hacer referencia expresa en el Informe general que deberá elevar al Parlamento de Andalucía. 

 

 

 

Capítulo III 

     Tramitación de las quejas 

Artículo 16. 

1. Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domi-

cilio, en escrito razonado, en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento 

en que tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma. 

2. Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz son gratuitas para el interesado y no será 

preceptiva la asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo. 

Artículo 17. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz registrará las quejas que se formulen, que tramitará o rechazará. 

En este último caso, lo hará en escrito motivado, pudiendo informar al interesado sobre las vías más 

oportunas para ejercitar su acción, si a su entender hubiese alguna, y sin perjuicio de que el interesado 

pudiera utilizar las que considera más pertinentes. 

2. El Defensor del Pueblo Andaluz no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que 

esté pendiente resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiese por persona in-

teresada demanda o recursos ante los Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, 

sin embargo, la investigación sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En cual-

quier caso velará porque la Administración Autonómica resuelva expresamente, en tiempo y forma, las pe-

ticiones y recursos que le hayan sido formulados. 

3. El Defensor del Pueblo Andaluz rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquéllas en las que 

advierta mala fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramita-

ción irrogue perjuicio al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recur-

so. En todo caso el nombre de la persona que ejercite la queja se mantendrá en secreto. 

Artículo 18. 

1. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo Andaluz promoverá la oportuna investigación sumaria e 

informal para el esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso, dará cuenta del contenido 

sustancial de la solicitud al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente, con el fin de que 

por su Jefe, en el plazo máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuan-

do concurran circunstancias que lo aconsejen, a juicio del Defensor del Pueblo. 

2. La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables, al envío del informe ini-

cial solicitado, podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus fun-

ciones, haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su Informe anual o especial, en su 

caso, al Parlamento de Andalucía. 
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Capítulo IV 

   Obligación de colaboración de los organismos requeridos 

Artículo 19. 

1. Todos los poderes públicos y organismos de la Comunidad Autónoma están obligados a auxi-

liar, con carácter preferente y urgente, al Defensor del Pueblo Andaluz en sus investigaciones e ins-

pecciones. 

2. En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el De-

fensor del Pueblo o sus Adjuntos, o la persona en la que deleguen, podrán personarse en cualquier centro 

de la Administración Autonómica, dependiente de la misma o afecto a un servicio público, para compro-

bar cuantos datos fueren menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de 

los expedientes y documentación necesaria. 

3. A estos efectos, no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa 

o que se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación. 

 

Artículo 20. 

1. Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la Administración 

Autonómica, en relación con la función que desempeñen, el Defensor del Pueblo Andaluz dará cuenta de 

la misma al afectado y a su inmediato superior u Organismo del que dependa. 

2. El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios consi-

dere oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez días, pudiéndose 

prorrogar, a instancia de parte, por la mitad del concedido. 

3. El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario 

afectado una entrevista para ampliar los datos. Los funcionarios que se negaren a ello, podrán ser reque-

ridos por aquél para que manifiesten por escritos las razones que justifiquen tal decisión. 

4. La información que, en el curso de una investigación, pueda aportar un funcionario, a través de su 

testimonio personal, tendrá el carácter de reservado, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Enjuicia-

miento Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo. 

5. Mientras dure la investigación del Defensor del Pueblo, ésta, así como los trámites procedimenta-

les, se llevarán a cabo con la más absoluta reserva respecto a los particulares y los demás organismos pú-

blicos sin relación con el acto o conducta investigados. 

Artículo 21. 

El superior jerárquico u Organismo que prohiba al funcionario, a sus órdenes o servicio, responder a 

la requisitoria del Defensor del Pueblo Andaluz o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, 

debidamente motivado, dirigido al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. Este dirigirá en adelante 

cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias al referido superior jerárquico. 

 

 

Capítulo V 

      Responsabilidad de las autoridades y funcionarios 

Artículo 22. 

Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el 

abuso, arbitrariedad, discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor del 

Pueblo Andaluz podrá dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha 

dará traslado de dicho escrito al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas. 
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Artículo 23. 

La persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor investigadora del Defensor del Pue-

blo Andaluz por parte de cualquier Organismo, funcionarios o personas al servicio de la Administración 

Autonómica, podrá ser objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondien-

te de su Informe anual. 

Artículo 24. 

Cuando el Defensor del Pueblo Andaluz, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, 

tenga conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos, lo pondrá en inmediato cono-

cimiento del Ministerio Fiscal. 

Artículo 25. 

El Defensor del Pueblo Andaluz podrá. de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas 

las autoridades, funcionarios y personas al servicio de la Administración Autonómica, sin que en ningún 

caso sea necesaria la previa reclamación por escrito. 

Artículo 26. 

El Defensor del Pueblo Andaluz podrá instar del Defensor del Pueblo del Estado la interposición de Re-

curso de Inconstitucionalidad contra las disposiciones normativas emanadas del Parlamento y del Consejo 

de Gobierno de Andalucía. 

 

 

Capítulo VI 

    Gastos causados a particulares 

Artículo 27. 

Los gastos efectuados o los perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido 

la queja al ser llamados a informar por el Defensor del Pueblo Andaluz, serán compensados con cargo a 

su presupuesto una vez que hayan sido debidamente justificados. 

 

 

 

TÍTULO III 
     DE LAS RESOLUCIONES 

 

Capítulo I 

     Contenido de las resoluciones 

Artículo 28. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y re-

soluciones de la Administración Autonómica, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios 

utilizados para la producción de aquéllos. 

2. Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento 

riguroso de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá 

sugerir al órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma. 

3. Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de los servicios prestados por particulares en 

virtud de acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo Andaluz podrá instar de las autoridades 

administrativas competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 
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Artículo 29. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autori-

dades y funcionarios de la Administración Autonómica advertencias, recomendaciones, recordatorios de 

sus deberes legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autorida-

des y los funcionarios vendrán obligados a responder por escrito en término no superior a un mes. 

2. Si formuladas sus recomendaciones, dentro de un plazo razonable, no se produce una medida ade-

cuada, en tal sentido, por la autoridad administrativa afectada o ésta no informa al Defensor del Pueblo 

Andaluz de las razones que estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner en conoci-

miento del Consejero afectado, o de la máxima autoridad de la Administración afectada, los antecedentes 

del caso y las recomendaciones presentadas. Si tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal 

caso en su Informe anual o especial mencionando expresamente los nombres de las autoridades o fun-

cionarios que hayan adoptado tal actitud, entre los asuntos en que, considerando el Defensor del Pueblo 

Andaluz que era posible una solución positiva, ésta no se ha conseguido. 

 

Capítulo II 

   Notificaciones y comunicaciones 

Artículo 30. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz informará al interesado del resultado de sus investigaciones y ges-

tión, así como de la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionarios implicados. 

 

2. Cuando su intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artícu-

lo 11, el Defensor del Pueblo informará al Diputado o Comisión competente que la hubiese solicitado y, 

al término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. Igualmente, cuando decida no intervenir, 

informará, razonando su desestimación. 

3. El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la au-

toridad, funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado. 

 

 

Capítulo III 

    Informe al Parlamento 

Artículo 31. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz dará cuenta, anualmente, al Parlamento de la gestión realizada en 

un Informe que presentará al mismo en el período ordinario de sesiones. 

2. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordina-

rio, que dirigirá a la Diputación Permanente del Parlamento si éste no está reunido. 

3. Los informes anuales y, en su caso, los extraordinarios serán publicados en el Boletín Oficial del 

Parlamento de Andalucía. 

Artículo 32. 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz dará cuenta, en su informe anual, del número y tipo de quejas pre-

sentadas; de aquéllas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de 

investigación y el resultado de la misma, especificando las sugerencias o recomendaciones admitidas por 

la Administración Autonómica. 

2. En el Informe no constarán los datos personales que permitan la pública identificación de los in-

teresados en el procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23.1. 

3. El Informe contendrá, igualmente, un anexo cuyo destinatario será el Parlamento, en el que se hará 

constar la liquidación del presupuesto de la Institución en el período que corresponda. 

4. Un resumen del Informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo Andaluz ante el Par-

lamento, pudiendo a continuación intervenir los grupos parlamentarios para fijar su postura. 
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TÍTULO IV 
     MEDIOS PERSONALES Y MATERIALES 

Capítulo I 

     Personal 

Artículo 33. 

El Defensor del Pueblo Andaluz podrá designar libremente los asesores necesarios para el ejercicio 

de sus funciones, de acuerdo con el Reglamento de esta Ley y dentro de los límites presupuestarios. 

Artículo 34. 

1. Las personas que se encuentren al servicio del Defensor del Pueblo Andaluz, y mientras permanez-

can en el mismo, se considerarán como personal al servicio del Parlamento de Andalucía. 

2. Los funcionarios provenientes de la Administración Autonómica adscritos a la oficina del Defensor 

del Pueblo Andaluz tendrán derecho a la reserva de plaza y destino ocupados con anterioridad y al 

cómputo, a todos los efectos, del tiempo transcurrido en esa situación. 

 

 

Capítulo II 

     Dotación económica 

Artículo 35. 

La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la Institución, constituirá una partida 

dentro de los presupuestos del Parlamento de Andalucía. 
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LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 9/1983, DE 1 DE DICIEMBRE, 

DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ 

 

 

Ley núm. 3/1996 

Legislatura: V 

Aprobada por el Pleno del Parlamento el día 16 de julio de 1996 

Promulgada el día 17 de julio de 1996 

Publicada en el BOPA núm. 27, de 18 de julio de 1996 

Publicada en el BOJA núm. 82, de 18 de julio de 1996 

Publicada en el BOE núm. 195, de 13 de agosto de 1996 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El respeto a las minorías y el establecimiento de cauces para su participación es una consecuencia del pluralis-

mo político contemplado como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico en el estado social y demo-

crático de derecho. 

Aunque no exclusivamente, las instituciones parlamentarias ofrecen el marco más idóneo para hacer efectiva es-

ta concepción de la democracia, pues es en ellas donde ha de producirse el diálogo político entre quienes detentan 

una posición mayoritaria y quienes desde la minoría representan, no obstante, intereses legítimos que nuestro orde-

namiento protege y promueve. 

Esta defensa activa del pluralismo ha de extenderse tanto a los órganos de gobierno de la Cámara, como de los 

denominados de extracción parlamentaria, tales como la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz. 

La distribución política del Parlamento de Andalucía en esta V Legislatura hace conveniente modificar la com-

posición de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz, de modo que al ampliarse el número de sus Adjuntos, 

se permita la máxima pluralidad en cuanto a la presencia en la misma de los Grupos parlamentarios. 

Ello justifica la reforma de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz que se propone. 

Artículo único. 

Los artículos 5.4 y 8.1 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, quedan redacta-

dos de la siguiente manera: 

Artículo 5.4 

“4. En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo, y en tanto el Par-

lamento no proceda a una nueva designación, desempeñará sus funciones, interinamente, el Adjunto al Defensor del 

Pueblo que determine la Comisión de Gobierno Interior y Derechos Humanos”. 

Artículo 8.1 

“1. El Defensor del Pueblo Andaluz estará auxiliado por tres Adjuntos en los que podrá delegar sus funciones”. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 

 

Se sustituyen todas las referencias existentes en el texto de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del 

Pueblo Andaluz, a la Comisión de Gobierno Interior y Peticiones por la de Comisión de Gobierno Interior y Dere-

chos Humanos. 

DISPOSICIÓN FINAL 

 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía.  
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LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 9/1983, 

DE 1 DE DICIEMBRE, DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ 

 

 

Ley núm. 3/2001 

Legislatura: VI 

Aprobada por el Pleno del Parlamento los días 9 y 10 de 

mayo de 2001 

Promulgada el día 22 de mayo de 2001 

Publicada en el BOPA núm. 141, de 18 de mayo de 2001 

Publicada en el BOJA núm. 64, de 5 de junio de 2001 

Publicada en el BOE núm. 147, de 20 de junio de 2001 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El Estatuto de Autonomía de Andalucía, en su artículo 46, vino a instaurar en el diseño institucional del 

autogobierno la figura del Defensor del Pueblo Andaluz como un Comisionado del Parlamento de Andalucía para la 

protección de los derechos y libertades de los ciudadanos. Del mismo modo, en base a la Ley 9/1983, de 1 de 

diciembre, reguladora de la institución, las singulares prerrogativas y facultades que se otorgan a su titular se 

conciben a partir de la obtención en la persona del candidato de una cualificada mayoría parlamentaria por parte del 

pleno de la Cámara, como refrendo de legitimidad democrática que precisa este cargo público para el desempeño de 

tan delicadas funciones. 

En este sentido, la experiencia del funcionamiento de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz pone de 

manifiesto que se pueden suscitar situaciones no resueltas en la vigente regulación que afectan al normal 

desenvolvimiento de estos procesos de elección del titular. En concreto, resulta necesario evitar que periodos de 

vacación parlamentaria pudieran incidir en el proceso de designación del titular una vez expirado su mandato, 

provocando así una dilación no deseada en dicho procedimiento parlamentario. 

Del mismo modo, para evitar los efectos negativos que esa eventual dilación excesiva del procedimiento de 

designación pudiera provocar, resulta oportuno garantizar la necesaria legitimidad que debe ostentar en todo 

momento el titular que ha de desempeñar las funciones propias de la institución. Por tanto, y al igual que determinan 

la mayoría de las leyes autonómicas en esta cuestión, una vez expirado el plazo del mandato, se opta por establecer 

que la continuidad en funciones se desempeñe por la misma persona titular del cargo, quien alcanzó en su día la 

cualificada aceptación parlamentaria, en tanto en cuanto se concluye con el proceso de designación para el siguiente 

mandato. 

Por último, se concretan, en aras a establecer una mayor seguridad jurídica en las exigencias legales para el 

desempeño del cargo, las causas de cese y sustitución del cargo de Defensor del Pueblo Andaluz. 

Por todo ello, se considera conveniente la reforma de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor el Pueblo 

Andaluz, en el siguiente sentido: 

Artículo único. 

El artículo 5.º de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, modificado por la Ley 

3/1996, de 17 de julio, queda redactado de la siguiente manera: 

 

“Artículo 5.º 

1. El Defensor del Pueblo Andaluz cesará por alguna de las siguientes causas: 

1.º Por renuncia. 

2.º Por expiración del plazo de su nombramiento, sin perjuicio de que se le prorrogue en el ejercicio de sus 

funciones en los términos previstos en el apartado 3 de este artículo. 

3.º Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 

4.º Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. 

5.º Por haber sido condenado a pena de inhabilitación absoluta o especial para cargo público, establecida por 

sentencia judicial firme. 
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6.º Por haber sido condenado, por delito doloso, a penas que no conlleven aparejada inhabilitación absoluta o 

especial, mediante sentencia judicial firme. 

2. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Parlamento, en los casos de renuncia, expiración del 

plazo de mandato, de muerte, incapacidad sobrevenida e inhabilitación absoluta o especial. En los demás casos, se 

decidirá por mayoría de los tres quintos de los diputados, mediante debate y previa audiencia del interesado. Una vez 

declarado vacante el cargo, se iniciará el procedimiento para nombrar nuevo Defensor del Pueblo Andaluz, en plazo 

no superior a un mes. 

3. En el caso de expiración del plazo de su nombramiento, el Defensor del Pueblo Andaluz se mantendrá en el 

ejercicio de sus funciones hasta la toma de posesión del titular designado para el siguiente mandato. 

4. En los demás supuestos de vacante en el cargo de Defensor del Pueblo Andaluz, en tanto el Parlamento no 

proceda a una nueva designación, desempeñará sus funciones, interinamente, el Adjunto al Defensor al Pueblo 

Andaluz que determine la Comisión de Gobierno Interior y Derechos Humanos.” 

DISPOSICIÓN FINAL 

 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía.  
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 LEY RELATIVA A LA MODIFICACIÓN DE LA LEY 9/1983, 

DE 1 DE DICIEMBRE, DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ 

 

 

Ley núm. 11/2001 

Legislatura: VI 

Aprobada por el Pleno del Parlamento los días 28 y 29 de noviembre de 2001 

Promulgada el día 11 de diciembre de 2001 

Publicada en el BOPA núm. 227, de 13 de diciembre de 2001 

Publicada en el BOJA núm. 144, de 15 de diciembre de 2001 

Publicada en el BOE núm.10, de 11 de enero de 2002 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Ley 3/1996, de 17 de julio, modificó la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, 

variando la composición de la Institución, al ampliar el número de sus Adjuntos de dos a tres. 

Con posterioridad, la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los Derechos y la Atención al Menor, crea la figura del 

Defensor del Menor de Andalucía, encomendándole el ejercicio de estas funciones a uno de los Adjuntos del 

Defensor del Pueblo Andaluz por delegación de éste. 

La propia configuración de la figura del Defensor del Pueblo y de las funciones de sus Adjuntos en la Ley 

9/1983, reguladora de esta Institución, plantea algunas dificultades de índole práctica en el ejercicio de las funciones 

que la Ley 1/1988 encomienda a la figura del Defensor del Menor de Andalucía. 

La trascendencia de la función tuitiva de los derechos de los menores en Andalucía, así como la atribución 

generalista de funciones que el Estatuto de Autonomía de Andalucía y la referida Ley 9/1983 hacen al Defensor del 

Pueblo Andaluz para la defensa de los derechos de todos los ciudadanos, hacen conveniente unificar en la figura del 

Defensor del Pueblo Andaluz las funciones correspondientes a las del Defensor del Menor de Andalucía, auxiliado 

para tal fin por uno de sus Adjuntos, para lo que se amplía su número en dicha Institución. 

Por todo ello, se considera conveniente la reforma de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo 

Andaluz, en el siguiente sentido: 

Artículo único 

El apartado 1 del artículo 8 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, queda 

redactado como sigue: 

“1. El Defensor del Pueblo Andaluz estará auxiliado por cuatro Adjuntos en los que 

podrá delegar sus funciones y entre los que designará al que le auxilie en el ejercicio de 

las funciones que le corresponden como Defensor del Menor de Andalucía” 

 

DISPOSICIÓN FINAL 

 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía.  

 


